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R E S O L U C I Ó N  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto 2016. 

El peticionario, señor Gerardo Castillo Colón, comparece por 

derecho propio ante nos y solicita nuestra intervención para que 

dejemos sin efecto el pronunciamiento emitido por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Caguas, el 29 de junio de 2016, 

notificado el 11 de julio de 2016. Mediante el aludido dictamen, el 

foro recurrido declaró sin lugar una solicitud del peticionario para 

que se le aplicara el principio de favorabilidad.   

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

deniega la expedición del presente recurso de certiorari.  

I 

Con relación a la controversia que atendemos, surge del 

expediente traído a nuestra consideración que, el 27 de mayo de 

2015, el peticionario fue sentenciado a cumplir una pena de cuatro 

(4) años de cárcel por infracción al Art. 109 del Código Penal, 33 

LPRA sec. 5162, en modalidad de tentativa, consecutivos con tres 
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años de cárcel por violación al Art. 5.05 de la Ley de Armas de 

2000, Ley 404-200, 25 LPRA sec. 458 (d).1 La sentencia antes 

aludida le fue impuesta luego de que el peticionario hiciera 

alegación de culpabilidad.  

Así las cosas, el peticionario presentó ante el foro 

sentenciador una moción por derecho propio, en la que solicitó se 

aplicara el principio de favorabilidad a la sentencia dictada en su 

contra. Tal solicitud le fue denegada mediante la resolución 

recurrida. Inconforme, el peticionario acudió ante nos. 

Luego de examinar el expediente de autos, procedemos a 

resolver de conformidad con la norma jurídica aplicable.  

II 

El recurso de Certiorari es el mecanismo procesal idóneo 

para que un tribunal de superior jerarquía pueda enmendar los 

errores que cometa el foro primario, ya sean procesales o 

sustantivos.  León v. Rest. El Tropical, 154 DPR 249 (2001).  Sin 

embargo, distinto al recurso de apelación, su expedición está 

sujeta a la discreción del foro revisor, reserva de criterio propia del 

discernimiento judicial en el quehacer de justicia.  Ahora bien, el 

ejercicio de esta facultad no significa que los tribunales se 

abstraigan totalmente del derecho aplicable a la cuestión 

planteada.  Ciertamente, tal conducta constituiría un abuso de sus 

funciones.  Recordemos pues, que, por virtud de las facultades 

delegadas por nuestra Ley Suprema a la Rama Judicial, los 

tribunales estamos llamados a interpretar los estatutos cuando no 

son concluyentes con relación a determinado aspecto, o cuando 

una noción básica de lo que es justo, nos llame a mitigar los 

efectos adversos de su aplicación.  Depto. de la Familia v. Shrivers 

Otero, 145 DPR 351 (1998).   
                                                 
1El peticionario no acompañó su recurso con copia de las sentencias.  En vista 

de ello, este Tribunal solicitó los referidos documentos al Tribunal de Primera 
Instancia.  El viernes 26 de agosto de 2016, vía correo electrónico, el foro 

primario actuó de conformidad. 
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 En aras de que este Foro pueda ejercer con mesura la 

facultad discrecional de entender, o no, en los méritos una petición 

de Certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que 

viabilizan dicho ejercicio. En particular, la referida disposición 

establece que: 

 [e]l Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  

 
(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 
fundamentos, son contrarios a 
derecho.  

 
(B) Si la situación de hechos planteada es 

la más indicada para el análisis del 
problema.  

 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 
error craso y manifiesto en la 

apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

 

(D) Si el asunto planteado exige 
consideración más detenida a la luz 
de los autos originales, los cuales 

deberán ser elevados, o de alegatos 
más elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que 

se presenta el caso es la más propicia 

para su consideración.  
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden 
de mostrar causa no causan un 
fraccionamiento indebido del pleito y 

una dilación indeseable en la solución 
final del litigio. 

 

(G) Si la expedición del auto o de la orden 
de mostrar causa evita un fracaso de 

la justicia.   
 
4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40.  

 
El auto de Certiorari es uno de carácter extraordinario y 

discrecional.  El mismo, debe ser utilizado con cautela, sólo por 

razones de peso.  León v. Rest. El Tropical, supra.  
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III 

 En la causa que nos ocupa, el peticionario sostiene que 

incidió el tribunal primario al denegar su solicitud de corrección de 

la Sentencia y denegar la aplicación del principio de favorabilidad. 

Según señalado previamente, el peticionario hizo alegación 

de culpabilidad de tentativa de agresión grave, según establecido 

en el Art. 109 del Código Penal del 2012, supra. El citado artículo 

dispone una pena fija de ocho (8) años.  Sin embargo, por hacer 

alegación en la modalidad de tentativa, le es de aplicación el Art. 

36 del Código Penal de 2012, 33 LPRA sec. 5049, el cual establece 

una pena igual a la mitad de la pena señalada para el delito.  Por 

lo tanto, la pena de cuatro (4) años impuesta por el tribunal de 

instancia es correcta. 

Por otra parte, en cuanto a la sentencia impuesta por la 

portación y uso de arma blanca, tampoco le es de aplicación el 

principio de favorabilidad planteado. Aclaramos que el Código 

Penal del 2012 establece que, cuando la misma materia se regula 

por diversas disposiciones penales, la disposición especial 

prevalece sobre la general.  33 LPRA sec. 5009.  En el presente 

caso, la ley que regula la pena a imponer es la Ley de Armas, 

supra.  Al examinar la pena impuesta por el foro sentenciador 

observamos que la misma está acorde con los términos dispuestos 

en el Artículo 5.05 de la referida Ley.  En consecuencia, la pena 

impuesta no puede ser reducida a tenor del principio de 

favorabilidad.    

El tribunal recurrido no podía concederle lo que no le 

corresponde en derecho. En mérito de lo anterior, y a la luz de lo 

dispuesto en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra, resolvemos no ejercer nuestras funciones de 

revisión sobre el dictamen aquí recurrido.  El mismo es cónsono 

con el derecho aplicable.  
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IV 

Por los fundamentos que anteceden, se deniega la expedición 

del presente recurso de certiorari.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.    

           Dimarie Alicea Lozada 
                                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


